
23/11/21 12:21 OEA :: Relatoría Especial para la Libertad de Expresión

https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=889&lID=2 1/2

Frase del día

No hay personas ni sociedades
libres sin libertad de expresión
y de prensa. El ejercicio de ésta
no es una concesión de las
autoridades; es un derecho
inalienable del pueblo

Principio 1 de la Declaración
Chapultepec

Enlaces de Interés

Artículo 13 - Convención
Americana sobre
Derechos Humanos

 
Declaración de Principios
sobre Libertad de
Expresión
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Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección 

 y Promoción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión
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21 de diciembre de 2010 – Ante los acontecimientos relacionados con la divulgación de
comunicaciones diplomáticas por parte de la organización Wikileaks y la posterior publicación
de dicha información  en los medios masivos de comunicación, el Relator Especial de las
Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión y la Relatora Especial
para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)
consideran oportuno poner de presente una serie de principios jurídicos internacionales. Los
relatores hacen un llamado a los Estados y a los demás actores relevantes para que tengan en
cuenta los mencionados principios al responder a los acontecimientos mencionados.
 
1. El derecho de acceso a la información en poder de autoridades públicas es un derecho
humano fundamental sometido a un estricto régimen de excepciones. El derecho a la libertad
de expresión protege el derecho de toda persona a tener libre acceso a la información pública y
a conocer las actuaciones de los gobiernos. Se trata de un derecho particularmente importante
para la consolidación, el funcionamiento y la preservación de los sistemas democráticos, por lo cual ha recibido un alto grado de atención
por parte de la comunidad internacional. Sin la garantía de este derecho sería imposible conocer la verdad, exigir una adecuada rendición
de cuentas y ejercer de manera integral los derechos de participación política. Las autoridades nacionales deben adoptar medidas activas a
fin de asegurar el principio de máxima transparencia, derrotar la cultura del secreto que todavía prevalece en muchos países y aumentar el
flujo de información sujeta a divulgación.
 
2. En todo caso, el derecho de acceso a la información debe estar sometido a un sistema limitado de excepciones, orientadas a proteger
intereses públicos o privados preeminentes, como la seguridad nacional o los derechos y la seguridad de las personas. Las leyes que
regulan el carácter secreto de la información deben definir con exactitud el concepto de seguridad nacional y especificar claramente los
criterios que deben aplicarse para determinar si cierta información puede o no declararse secreta. Las excepciones al derecho de acceso a
la información basadas, entre otras razones, en la seguridad nacional deberán aplicarse únicamente cuando exista un riesgo cierto de daño
sustancial a los intereses protegidos y cuando ese daño sea superior al interés general del público de consultar dicha información. Resulta
contrario a los estándares internacionales considerar información reservada o clasificada la referente a violaciones de derechos humanos.
 
3. Es responsabilidad exclusiva de las autoridades públicas y sus funcionarios mantener la confidencialidad de la información
legítimamente reservada que se encuentre bajo su control. Las otras personas, como los periodistas, integrantes de medios de
comunicación o miembros de la sociedad civil que tengan acceso y difundan información reservada por considerarla de interés público, no
deben ser sometidas a sanciones por violación del deber de reserva, a menos que hubiesen cometido fraude u otro delito para obtenerla.
Los denunciantes ("whistleblowers") que, siendo empleados gubernamentales, divulguen información sobre violaciones del ordenamiento
jurídico, casos graves de corrupción, la existencia de una amenaza grave para la salud, la seguridad o el medio ambiente, o violaciones de
derechos humanos o del derecho internacional humanitario deberán estar protegidos frente sanciones legales, administrativas o laborales
siempre que hayan actuado de buena fe. Cualquier intento de imponer sanciones ulteriores contra quienes difunden información reservada
debe fundamentarse en leyes previamente establecidas aplicadas por órganos imparciales e independientes con garantías plenas de debido
proceso, incluyendo el derecho de recurrir el fallo.
 
4. La injerencia ilegítima o las presiones directas o indirectas de los gobiernos respecto de cualquier expresión o información difundida a
través de cualquier medio de comunicación oral, escrito, artístico, visual o electrónico, para incidir en su contenido por razones políticas,
deben estar prohibidas por la ley. Esta injerencia ilegítima incluye las acciones interpuestas por motivos políticos contra periodistas y
medios de comunicación independientes, y el bloqueo de sitios web y dominios de Internet por causas políticas. En particular, es
inaceptable que los funcionarios públicos sugieran la comisión de actos ilegítimos de represalia contra quienes han difundido información
reservada.
 
5. Los bloqueos o sistemas de filtración de Internet no controlados por usuarios finales, impuestos por un proveedor gubernamental o
comercial del servicio son una forma de censura previa y no pueden ser justificados. Las empresas que proveen servicios de Internet deben
esforzarse para asegurar que se respeten los derechos de sus clientes de usar Internet sin interferencias arbitrarias.
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6.  Los mecanismos periodísticos de autorregulación han contribuido significativamente a desarrollar buenas prácticas sobre cómo abordar
y comunicar temas complejos y sensibles. La responsabilidad periodística es especialmente necesaria cuando se reporta información de
fuentes confidenciales que puede afectar valiosos bienes jurídicamente protegidos como los derechos fundamentales o la seguridad de las
personas. Los códigos de ética para periodistas deben contemplar la necesidad de evaluar el interés público en conocer la información.
Dichos códigos también resultan de utilidad para las nuevas formas de comunicación y para los nuevos medios, los cuales deben adoptar
voluntariamente buenas prácticas éticas para asegurar, entre otras cosas, que la información publicada sea precisa, presentada
imparcialmente, y que no cause daño sustancial y desproporcionado a bienes jurídicos legítimamente protegidos por las leyes como los
derechos humanos.
 
Catalina Botero Marino
Relatora Especial de la para la Libertad de Expresión
Comisión Interamericana de Derechos Humanos
 
 
Frank La Rue
Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección y Promoción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión
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